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DICTAMEN DE 27 DE DICIEMBRE DE 2018 SOBRE PROYECTO DE DECRETO FORAL DE DE MODIFICACIONES DE LOS REGLAMENTOS  SOBRE EL IMPUESTO DE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 
I.- ANTECEDENTES DE HECHO

El proyecto de Decreto Foral objeto del presente Dictamen ha sido remitido a esta Comisión Consultiva por el Diputado Foral del Departamento de Hacienda, Finanzas y Presupuestos, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 17 del Decreto Foral del Consejo de Diputados 40/1999, de 30 de marzo. A la petición de dictamen se acompaña una memoria con los resultados de los trámites de audiencia e información pública, un informe de impacto normativo, un informe de efecto económico, un informe de incidencia presupuestaria  y un informe de evaluación previa de impacto del género, tal como dispone el Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa.

En concreto, el proyecto contempla precisiones en los Reglamentos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante IRPF) y del Impuesto sobre Sociedades sobre las siguientes materias:

- Régimen especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas en el IRPF de Álava.

- Rectificación del ejercicio de opciones en el IRPF.

- Retenciones por rendimientos del trabajo para los trabajos prestados en territorio común y en Álava, o en Álava y en cualquiera de los otros Territorios Históricos -o trabajos con lugar indeterminado de prestación-, en el caso de teletrabajo y en los supuestos en que los trabajos o servicios se presten en el extranjero, o en buques, embarcaciones, artefactos navales o plataformas fijas en el mar.

- Retenciones relacionadas con las retribuciones, tanto activas como pasivas, satisfechas por la Administración del Estado.

- Retenciones sobre ganancias patrimoniales derivadas de transmisiones de derechos de suscripción.

- Obligación de información de operaciones de reducción de capital con devolución de aportaciones o de distribución de prima de emisión.

- Excepciones a la obligación de retener y de ingresar a cuenta en el Impuesto sobre Sociedades.

II.-CONSIDERACIONES JURÍDICAS
1.- COMPETENCIA DE LA COMISIÓN CONSULTIVA PARA LA EMISION DEL DICTAMEN

El Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Diputados de 30 de marzo, en su artículo 3, establece las competencias de la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, entre las cuales se encuentra emitir dictamen sobre “Proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva del Territorio Histórico o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”.

La primera referencia sobre la competencia del Territorio Histórico la encontramos en la Disposición Adicional Primera de la Constitución Española que establece: “La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía”.
A su vez, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, en su artículo 41.2.a), señala que “las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma”.

El Concierto Económico suscrito entre el Estado y el País Vasco, aprobado por la Ley 12/2002, de 23 de mayo, establece en su artículo 1. Uno:

“Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario”.

Por su parte, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.6, como competencia exclusiva de los Órganos Forales, “las establecidas en el art. 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras normas y disposiciones de carácter tributario”.

El artículo 6 de la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con el País Vasco, refiriéndose a la normativa aplicable al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en lo sucesivo IRPF), dispone:

“Uno. El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un tributo concertado de normativa autónoma. Su exacción corresponderá a la Diputación Foral competente por razón del territorio cuando el contribuyente tenga su residencia habitual en el País Vasco.

Dos. Cuando los contribuyentes integrados en una unidad familiar tuvieran su residencia habitual en territorios distintos y optasen por la tributación conjunta, se entenderá competente la Administración del territorio donde tenga su residencia habitual el miembro de dicha unidad con mayor base liquidable, calculada conforme a su respectiva normativa.”

El mismo reparto de la competencia normativa se repite en el artículo 2 de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del IRPF, en relación con el Territorio Histórico de Álava, definiendo el ámbito de aplicación subjetivo, y fijando a qué sujetos pasivos va a ser de aplicación la Norma Foral mediante el punto de conexión de la residencia habitual en este territorio.

Por otra parte, el artículo 14 del Concierto Económico, refiriéndose a la normativa aplicable en el Impuesto sobre Sociedades, dispone:

“El Impuesto sobre Sociedades es un tributo concertado de normativa autónoma para los sujetos pasivos que tengan su domicilio fiscal en el País Vasco.

No obstante, los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 10 millones de euros, y en dicho ejercicio hubieran realizado en territorio común el 75 por 100 o más de su volumen de operaciones, quedarán sometidos a la normativa de dicho territorio.

Asimismo, será de aplicación la normativa autónoma a los sujetos pasivos cuyo domicilio radique en territorio común, su volumen de operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido de 10 millones de euros y hubiesen realizado la totalidad de sus operaciones en el País Vasco”.

Este reparto de la competencia normativa recogida en el Concierto Económico se repite en el artículo 2 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, en relación con el Territorio Histórico de Álava, fijando los sujetos pasivos a los que va a ser de aplicación la Norma Foral mediante la combinación de dos puntos de conexión: el domicilio fiscal y el lugar de realización de las operaciones.

De lo anterior hay que concluir que las modificaciones reglamentarias planteadas, de conformidad con lo dispuesto en el Concierto Económico con el País Vasco, en la Norma Foral 33/2013 del IRPF y en la Norma Foral 37/2013 del Impuesto sobre Sociedades, son de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava, por lo que debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva.

2.- COMPETENCIA ORGANICA Y HABILITACION NORMATIVA

El artículo 4.1 de la Norma Foral General Tributaria de Álava aprobada mediante la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de las normas tributarias, sin perjuicio de las facultades que corresponden a las Entidades Locales en relación con los tributos locales. 

En relación con el IRPF, la Disposición Final Segunda de la Norma Foral 33/2013 contiene una habilitación normativa por la que “Se autoriza a la Diputación Foral y al Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Norma Foral.”
Igualmente, respecto del Impuesto sobre Sociedades, la Disposición Final Segunda de la Norma Foral 37/2013 contiene una habilitación normativa idéntica a la anterior, por la que “Se autoriza a la Diputación Foral y al Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Norma Foral.”
Por otra parte, cada una de las modificaciones reglamentarias propuesta cuenta con la preceptiva habilitación de la Norma Foral del IRPF o de la Norma Foral del Impuesto sobre Sociedades para su promulgación, como más adelante se especifica en el análisis de la propuesta normativa.

Por su parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/92, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava establece que, “En el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados aprobar, mediante Decretos Forales, Reglamentos de ejecución y desarrollo de las Normas Forales”.
3.- PROCEDIMIENTO 

La tramitación del procedimiento se ha ajustado a las normas vigentes relativas a la elaboración de disposiciones generales, en cuanto al órgano competente para formular la propuesta, la emisión de los informes de impacto normativo, de efecto económico, de incidencia presupuestaria y de evaluación previa de impacto en función del género, la solicitud de consulta a la Comisión Consultiva y el órgano competente para su aprobación.

En particular, en atención a lo señalado en el artículo 9 del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, se ha llevado a cabo la consulta pública previa del avance del proyecto por medios telemáticos a través de la web de la Diputación Foral de Álava, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de esta trámite, de fecha 24 de septiembre de 2018, en la que consta que no se han registrado propuestas u observaciones que deban ser valoradas para la redacción de la disposición normativa.

Asimismo, a la vista de lo señalado en el artículo 13 del Decreto Foral 29/2017 se ha llevado a cabo el trámite de audiencia e información pública del avance del proyecto de Decreto Foral por medios telemáticos, constando en el expediente la memoria sobre los resultados de este trámite, de fecha 15 de octubre de 2018.

Por otra parte, con fecha 2 de octubre de 2018, el Servicio de Normativa Tributaria emite un informe de impacto de género que concluye que esta disposición no influirá en el acceso a los recursos y/o en la modificación del rol de género, por lo que la misma carece de pertinencia de género. El Servicio de Igualdad, Cooperación e Interculturalidad de esta Diputación Foral mediante informe de 10 de octubre de 2018 propone que se incorporen al texto del proyecto dos medidas de igualdad: la primera consiste en hacer una mención explícita a la intención de incidir positivamente en la igualdad en la parte introductoria del Decreto Foral, la segunda propone la inclusión de medidas de igualdad en la parte dispositiva de la norma que amplíen la investigación a la ramas de actividad con mayor impacto en la igualdad de mujeres y hombres, potenciando así el desplazamiento de mujeres y hombres cuya actividad se relacione con esas actividades.

Por último, los informes de efecto económico del Servicio de Gestión de Ingresos Fiscales de fecha 16 de noviembre de 2018 e incidencia presupuestaria del Servicio de Presupuestos y Compromisos Institucionales de fecha 19 de noviembre de 2018, preceptivos según lo previsto en el artículo 14 del Decreto Foral 29/2017, indican que no se espera que la aprobación del proyecto de Decreto Foral tenga un efecto significativo en la recaudación o bien éste no es cuantificable.
III.- ESTRUCTURA DEL DECRETO FORAL.

El proyecto de Decreto Foral consta de una exposición de motivos, una parte dispositiva con dos apartados y dos disposiciones finales.

La primera disposición final fija la entrada en vigor de estas modificaciones desde el 1 de enero de 2018, salvo lo referente a la presunción (en el supuesto de que los trabajos o servicios se presten en territorio común y en Álava, o en Álava y en cualquiera de los Territorios Históricos, o no se pueda determinar el lugar en donde se realicen los trabajos o servicios) de que los trabajos se entienden prestados en Álava cuando en este territorio se ubique el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora -aplicable también en los casos de teletrabajo o en los supuestos en que los trabajos o servicios se presten en el extranjero o en buques, embarcaciones, artefactos navales o plataformas fijas en el mar- y a la ampliación de los supuestos que siguen el régimen general del punto de conexión de las retenciones relacionadas con determinadas retribuciones -activas o pasivas- satisfechas por la Administración del Estado, cuyos efectos se iniciarán el 30 de diciembre de 2017 (el día siguiente al de la publicación en el BOE de la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, por la que se modifica la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico, tal como establece su propia disposición final).

Además, esta primera disposición final dispone que la nueva regulación relativa al régimen especial para personas trabajadoras desplazadas será de aplicación a estas personas cuando sus contratos se formalicen a partir del 1 de enero de 2018, pudiendo ejercitarse la opción por su aplicación en el momento de presentar la declaración del IRPF.

La segunda disposición final autoriza al Diputado Foral de Hacienda, Finanzas y Presupuestos para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del Decreto Foral objeto de dictamen.
IV. ANÁLISIS DE LA PROPUESTA NORMATIVA 

Las medidas contenidas en el proyecto de Decreto Foral afectan al Decreto Foral 40/2014, de 1 de agosto, por el que aprueba el Reglamento del IRPF y al Decreto Foral 41/2014, de 1 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, e implican las siguientes modificaciones:

1. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
1.1. Régimen especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas en el IRPF de Álava 
Desde el ejercicio 2018 se cambia de ubicación el régimen de las personas trabajadoras desplazadas que se establecía hasta esa fecha en el artículo 4.3 de la Norma Foral 33/2013, de 27 de noviembre, del IRPF, relativo a los supuestos especiales de la obligación de contribuir, regulándose en un nuevo artículo 56 bis de la Norma Foral del IRPF, dentro de un nuevo Capítulo VI bis del Título IV. Con la modificación se amplía su ámbito de aplicación a aquellos supuestos en los que el desplazamiento a territorio foral tenga su causa en la realización de actividades científicas o de carácter financiero, además de los casos que, como hasta 2017, se realicen actividades de investigación y desarrollo.

Como mecanismo indirecto de incentivación para los empleadores, las personas físicas no residentes que, como consecuencia de su desplazamiento a territorio español, adquieran su residencia fiscal en Álava, podrán optar por tributar de acuerdo con el régimen especial regulado en este artículo 56 bis de la Norma Foral del IRPF durante el período impositivo en que se efectúe el cambio de residencia y durante los cinco períodos impositivos siguientes, cuando se cumplan las siguientes condiciones:

- Que el desplazamiento a territorio español se produzca para el desempeño de trabajos especialmente cualificados, relacionados, directa y principalmente, con actividades de investigación y desarrollo, científicas o de carácter técnico o financiero, con los requisitos y condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

- Que no hayan sido residentes en España durante los 5 años anteriores a su desplazamiento a territorio español. 

- Que dicho desplazamiento se produzca como consecuencia de un contrato de trabajo. 

- Que los trabajos se realicen efectivamente en el Estado español.

- Que dichos trabajos se realicen para una empresa o entidad residente en España o para un establecimiento permanente situado en el Estado español de una entidad no residente en territorio español.

Los requisitos y condiciones señalados en el apartado a) son los que ahora desarrolla el actual proyecto en relación con la persona trabajadora y el tipo de actividad a desarrollar, haciendo depender el tratamiento de este régimen especial del fomento de las actividades de investigación y desarrollo, científicas o de carácter técnico o financiero, con el objetivo de atraer a Álava investigadores punteros en su campo o al personal de alta cualificación que se comprometa en el desarrollo económico de los territorios, a través de una atractiva fiscalidad en el IRPF.

Sobre la condición subjetiva de la persona trabajadora para su consideración de trabajos especialmente cualificados, es requisito que su categoría profesional esté comprendida en el Grupo de Cotización 1 del Régimen General de la Seguridad Social, es decir, Ingenieros y Licenciados.

Al mismo tiempo, estos trabajos cualificados deben estar relacionados -directa y principalmente- con las siguientes actividades:

a) Las actividades de investigación y desarrollo que se ajusten a lo dispuesto en el artículo 62.2 de la Norma Foral 37/2013, de 13 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades:

- La "investigación básica" o la indagación original y planificada que persiga descubrir nuevos conocimientos y una superior comprensión en el ámbito científico o tecnológico, desvinculada de fines comerciales o industriales.

- La "investigación aplicada" o la indagación original y planificada que persiga la obtención de nuevos conocimientos con el propósito de que los mismos puedan ser utilizados en el desarrollo de nuevos productos, procesos o servicios, o en la mejora significativa de los ya existentes.

- El "desarrollo experimental" o la materialización de los resultados de la investigación aplicada en un plan, esquema o diseño de nuevos productos, procesos o servicios, o su mejora significativa, así como la creación de prototipos no comercializables y los proyectos de demostración inicial o proyectos piloto, siempre que los mismos no puedan convertirse o utilizarse para aplicaciones industriales o para su explotación comercial.

- La concepción de "software" avanzado, siempre que suponga un progreso científico o tecnológico significativo mediante el desarrollo de nuevos teoremas y algoritmos o mediante la creación de sistemas operativos y lenguajes nuevos, o siempre que esté destinado a facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los servicios de la sociedad de la información. No se incluyen las actividades habituales o rutinarias relacionadas con el "software".

b) Las actividades científicas y de carácter técnico que se relacionan a continuación:

1º. Aquellas que se ajusten a lo dispuesto en el artículo 63.2 de la Norma Foral 37/2013, del Impuesto sobre Sociedades, es decir, la innovación tecnológica, considerada como la actividad cuyo resultado sea un avance tecnológico en la obtención de nuevos productos o procesos de producción o mejoras sustanciales de los ya existentes, o las actividades de diagnóstico tecnológico tendentes a la identificación, la definición y la orientación de soluciones tecnológicas avanzadas realizadas por las Universidades, Organismos Públicos de investigación o Centros Tecnológicos y Centros de Apoyo a la Innovación Tecnológica, reconocidos y registrados como tales, y por Entidades integradas en la Red Vasca de Tecnología.

2º. Aquellas relacionadas con proyectos dentro del ámbito del desarrollo sostenible y de la protección y mejora medioambiental que tengan como objeto alguno de los siguientes:

- Minimización, reutilización y valorización de residuos.

- Movilidad y transporte sostenible.

- Regeneración medioambiental de espacios naturales consecuencia de la ejecución de medidas compensatorias o de otro tipo de actuaciones voluntarias.

- Minimización del consumo de agua y su depuración.

- Empleo de energías renovables y eficiencia energética.

3º. Aquellas que se presten para entidades que se consideren “empresas innovadoras” por cumplir los requisitos establecidos en el artículo 2.80.a) del Reglamento (UE) número 651/2014, de la Comisión, de 17 de junio de 2014, relacionados con el desarrollo de los productos, servicios y procesos referidos en dicho apartado. Esto exige que esta empresa pueda demostrar, mediante una evaluación realizada por un experto externo, que desarrollará, en un futuro previsible, productos, servicios o procesos nuevos o mejorados sustancialmente en comparación con el estado de la técnica en su sector y que lleven implícito un riesgo de fracaso tecnológico o industrial, o cuyos costes de investigación y desarrollo representen un mínimo del 10 % del total de sus costes de explotación durante al menos uno de los tres años previos a la concesión de la ayuda o, si se trata de una empresa nueva sin historial financiero, según la auditoría del ejercicio fiscal en curso, de conformidad con la certificación de un auditor externo.

4º. Aquellas que se presten a entidades que cumplan con la finalidad de promoción empresarial y reforzamiento de la actividad productiva mediante la adquisición en el mercado primario de participaciones en entidades que superen el 5 por ciento del capital o los fondos propios de la entidad, no coticen en un mercado secundario organizado, lleven a cabo una explotación económica cuyo promedio de plantilla no supere las 10 personas empleadas, implementen proyectos empresariales relevantes que supongan el desarrollo de nuevas actividades, productos o mercados, la ampliación o consolidación de otros existentes o la creación de empleos estables, que impliquen un incremento sustancial del patrimonio neto a efectos fiscales de la entidad participada, y que encuentren dificultades, derivadas de la magnitud, la novedad o el riesgo de las inversiones a acometer, en el acceso a los mercados de capitales.

5º. Aquellas que se presten para entidades que se encuentren en la etapa inicial de desarrollo de un nuevo proyecto empresarial o en su fase de desarrollo, siempre que se trate de microempresas y pequeñas y medianas empresas con alto potencial de crecimiento.

c) Actividades de carácter financiero. Se entenderán incluidos los trabajos prestados para entidades financieras o aquellos trabajos en el área financiera prestados para todo tipo de entidades, siempre que en ambos casos dichas entidades hayan publicado un informe de sostenibilidad o estado de gestión no financiera y éste haya sido objeto de verificación por parte de un experto independiente.

Al facilitar esta información, las entidades deben basarse en marcos nacionales, marcos de la Unión Europea o en marcos internacionales tales como el Pacto Mundial de las Naciones Unidas, los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos que ponen en práctica el marco de las Naciones Unidas para «proteger, respetar y remediar», las Líneas Directrices de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) para Empresas Multinacionales, la norma (ISO) 26000 de la Organización Internacional de Normalización, la Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales y la política social de la Organización Internacional del Trabajo, la Iniciativa Mundial de Presentación de Informes de Sostenibilidad del GRI (GRI Sustainability Reporting Standards), u otros marcos internacionales reconocidos.

El apartado 2 del artículo 56 bis de la Norma Foral del IRPF dispone que los contribuyentes que opten por el régimen de tributación especial para trabajadores y trabajadoras desplazadas, determinarán la deuda tributaria de acuerdo con lo previsto en la Norma Foral del IRPF, con las siguientes especialidades:

1. Estarán exentos el 15 por 100 de los rendimientos íntegros derivados de la relación laboral que determina la aplicación de este régimen especial.

2. Una vez aplicada la exención a que se refiere el punto anterior, para la determinación del rendimiento neto de trabajo personal tendrán la consideración de gastos deducibles, además de las cotizaciones a la Seguridad Social y las cantidades aportadas obligatoriamente a su organización política por los cargos políticos de elección popular, así como por los cargos políticos de libre designación, aquellos otros que se originen como consecuencia del desplazamiento, con el límite del 20 por 100 de los rendimientos íntegros obtenidos en el desempeño del citado puesto de trabajo. En el supuesto de que sea el empleador el que satisfaga cantidades para hacer frente a estos gastos adicionales, estos importes no tendrán la consideración de retribución en especie con el límite del 20 por 100 de los rendimientos íntegros obtenidos en el desempeño del citado puesto de trabajo.

La aplicación de estos gastos, que se determinarán reglamentariamente, estará condicionada, en todo caso, a la justificación documental de los mismos.

3. Estarán exentas las rentas derivadas de elementos patrimoniales titularidad del contribuyente situados en el extranjero siempre que dichas rentas hayan tributado efectivamente por un impuesto de naturaleza idéntica o análoga a este Impuesto y no se trate de un país o territorio considerado como paraíso fiscal o de nula tributación. Los contribuyentes que apliquen la exención prevista en este punto no tendrán derecho, para las mismas rentas, a la aplicación de la deducción por doble imposición internacional del artículo 92 de la Norma Foral del IRPF.

4. Lo dispuesto en el punto anterior será igualmente aplicable al cónyuge o pareja de hecho y a los miembros de la unidad familiar del contribuyente que opte por este régimen especial y adquieran su residencia fiscal en Álava como consecuencia del desplazamiento y no hayan sido residentes en España durante los cinco años anteriores a su desplazamiento a territorio español.

El proyecto analizado determina los gastos deducibles para la determinación del rendimiento neto de trabajo personal del punto 2 a través de la siguiente lista:

a) Gastos de viaje y mudanza necesarios para el establecimiento en Álava del, o de la contribuyente, así como de los miembros de su unidad familiar. Se entenderán incluidos en esta letra los gastos correspondientes a viajes realizados a su país de origen con el límite de 2 al año. A este respecto, el importe deducible será el que corresponda con el precio del transporte utilizado para desplazarse desde Álava hasta el citado país de origen.

b) Gastos derivados de la escolarización en Álava de las o los descendientes de la o del contribuyente que le generen el derecho a aplicar la deducción establecida en el artículo 79 de la Norma Foral del Impuesto.

c) Gastos por cursos de euskera y/o castellano seguidos por la o el contribuyente u otra persona miembro de su unidad familiar.

d) Gastos por el arrendamiento de la que constituya la vivienda habitual de la o del contribuyente en Álava, así como los gastos originados por la contratación de servicios o suministros vinculados a la misma.

1.2. Rectificación del ejercicio de opciones
Como complemento al nuevo régimen especial para trabajadores y trabajadoras desplazados, el proyecto contempla la aplicación del mismo como una de las opciones que deberán ejercer los contribuyentes al presentar la autoliquidación del periodo impositivo en que deban surtir efecto o hasta la fecha en que se practique liquidación provisional por parte de la Administración tributaria, si ésta fuera anterior. Esta posibilidad de opción tiene su habilitación reglamentaria expresa en el artículo 102.1 de la Norma Foral del IRPF, que dispone que “los contribuyentes estarán obligados a presentar y suscribir autoliquidación por este impuesto, Con los límites y condiciones que reglamentariamente se establezcan”.

1.3. Ingreso de las retenciones por rendimientos del trabajo para los trabajos prestados en territorio común y en Álava, o en Álava y en cualquiera de los otros Territorios Históricos, o trabajos con lugar indeterminado de prestación, en el caso de teletrabajo y en los supuestos en que los trabajos o servicios se presten en el extranjero, o en buques, embarcaciones, artefactos navales o plataformas fijas en el mar
En materia de retenciones por rendimientos del trabajo el artículo 7.1 del Concierto Económico recoge una regla general, de forma que la exigibilidad de la retención corresponderá de forma exclusiva a la Administración del territorio donde se presten el trabajo o los servicios.

Sin embargo, para los trabajos prestados en territorio común y vasco y trabajos con lugar indeterminado de prestación, la redacción del artículo 7.1 del Concierto Económico establecía otra regla especial: “En el supuesto de que los trabajos o servicios se presten en territorio común y vasco, se presumirá, salvo prueba en contrario, que los servicios se prestan en el País Vasco, cuando en este territorio se ubique el centro de trabajo al que esté adscrito el trabajador”.

Esta redacción había creado una relación no pacífica entre las diferentes Administraciones tributarias, en la que diferentes órganos se habían pronunciado erigiendo el “centro de trabajo” como el eje fundamental de este punto de conexión:

- La Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante AEAT), en consulta 93/1995, de 7 de abril de 1995, considera que han de ingresarse en territorio foral las retenciones del personal de la oficina comercial sita en Bilbao, que se encuentra dado de alta en el régimen general de la Seguridad Social en la correspondiente provincia.

- La AEAT en contestación a la consulta 119/1999, de 14 de julio de 1999, sobre las retenciones de trabajo de un representante de comercio que desarrolla su actividad en territorio común y foral, cuya empresa tiene el domicilio fiscal en territorio común y no tiene centros de trabajo en el País Vasco, considera que no tiene relevancia el lugar de residencia de dicho representante y lo importante es el centro de trabajo del que depende.

- El Órgano de Coordinación Tributaria de Euskadi (OCTE), en el informe de 6 de abril de 2000, sobre una consulta vinculante efectuada sobre retenciones de trabajo de un representante que depende de una empresa que trabaja en territorio común y foral, manifiesta que cuando no pueda adscribirse a un establecimiento, deberá atenderse al criterio de dependencia orgánica o adscripción a un centro de trabajo.

- La Diputación Foral de Bizkaia, en contestación de 1 de marzo de 2001, a una consulta sobre una sociedad con sede en territorio común que abre una sucursal en territorio foral y con trabajadores en ella, considera que las retenciones de éstos deberán ingresarse en territorio foral.

- La Dirección General de Tributos del Ministerio de Hacienda, en contestación de 27 de noviembre de 2001, a una consulta sobre retenciones de trabajo de una empresa radicada en Madrid con trabajadores adscritos a centros de trabajo en territorio foral, manifiesta la procedencia de ingresar esas retenciones en territorio foral.

- La Dirección General de Tributos, en la consulta de 22 de mayo de 2012, considera fundamental el centro de trabajo al que se encuentran adscritos los trabajadores, centro que deberá estar recogido en el contrato de trabajo correspondiente.

- La Comisión de Coordinación y Evaluación Normativa del Concierto Económico, en la consulta 271/2009 de 29 de julio de 2009, analiza el caso de las retenciones de trabajo de unos delegados comerciales de una entidad con domicilio fiscal en territorio común, que presta servicios por todo el territorio nacional, y señala que cuando los rendimientos sean satisfechos a delegados que ejerzan sus funciones exclusivamente en territorio foral, las retenciones deberán ingresarse en la Administración de dicho territorio; mientras que si desarrollan su trabajo en territorio foral y común, se ingresarán en la Administración competente al lugar donde esté situado su centro de trabajo.

- La AEAT, en consulta vinculante V1109-12, de 22 de mayo de 2012, analiza un supuesto en el que señala que el criterio del centro de trabajo sólo opera cuando no sea posible determinar dónde se prestan efectivamente los servicios.

- El Tribunal Supremo, en Sentencia de 25 de septiembre de 2013, confirma la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto Económico de 4 de noviembre de 2011 y declara que las prestaciones de servicios en distintos lugares obligan a considerar al centro de trabajo al que está adscrito el trabajador, de acuerdo con el contrato de trabajo.

A pesar de estos pronunciamientos, la presunción de que los trabajos se entendían prestados en el territorio donde se ubicara el centro de trabajo al que estuviera adscrito la persona trabajadora admitía prueba en contra, por lo que la controversia sobre la exacción de estas retenciones en casos concretos seguía existiendo (por ejemplo, los comerciales que realizar su trabajo en diferentes puntos geográficos de la península o en el extranjero).

Tras la nueva redacción del Concierto Económico, aprobada por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, se contempla una presunción “iuris et de iure” con el siguiente literal:

“En el supuesto de que los trabajos o servicios se presten en territorio común y vasco o no se pueda determinar el lugar en donde se realicen los trabajos o servicios, se considerará que los trabajos o servicios se prestan en el territorio donde se ubique el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora”.
Hasta esta reforma operada en el Concierto Económico por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre, en el caso de teletrabajo, servicios prestados en territorio foral y en el extranjero o en el de los buques pesqueros que permanecen largo tiempo fuera del puerto de su domicilio fiscal, ni en el texto del mismo Concierto Económico ni en la normativa foral se contenía regla alguna en relación con el punto de conexión aplicable a estas retenciones de trabajo, aunque se entendía razonable que, en estos casos, se atendiese al criterio de dependencia orgánica o de adscripción a un centro de trabajo determinado.

Dicho criterio ha sido finalmente acogido por la Ley 10/2017, con otra presunción que no admite prueba en contra del siguiente tenor:

“Asimismo en el caso de teletrabajo y en los supuestos en que los trabajos o servicios se presten en el extranjero, o en buques, embarcaciones, artefactos navales o plataformas fijas en el mar se entenderán prestados en el centro de trabajo al que esté adscrita la persona trabajadora”.
Esta medida contemplada en el proyecto tiene su habilitación normativa en el artículo 107 de la Norma Foral de IRPF, que dispone expresamente que “Estarán obligados a practicar retención e ingreso a cuenta, en concepto de pago a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al perceptor, en la cantidad que se determine reglamentariamente y a ingresar su importe en la Diputación Foral en los casos previstos en el Concierto Económico en la forma que reglamentariamente se establezca”.
1.4. Retenciones relacionadas con las retribuciones, tanto activas como pasivas, satisfechas por la Administración del Estado
La redacción del artículo 7.2 de la Ley del Concierto Económico anterior a la modificación operada por la Ley 10/2017, de 28 de diciembre,  era la siguiente:

“Dos. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, corresponderán a la Administración del Estado las retenciones relativas a las retribuciones, tanto activas como pasivas, incluidas las pensiones generadas por persona distinta del perceptor, satisfechas por aquélla a los funcionarios y empleados en régimen de contratación laboral o administrativa del Estado.

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los funcionarios y empleados de Organismos autónomos y Entidades públicas empresariales”.

A partir de la nueva redacción establecida por esta Ley 10/2017, vigente desde el 30 de diciembre de 2017, quedan exceptuados de esta regla y, por lo tanto, se aplicará el criterio general de ingresar la retención en el territorio donde se preste el trabajo, en el caso de los funcionarios y empleados de Organismos autónomos y Entidades públicas empresariales, Sociedades mercantiles estatales, Consorcios de adscripción estatal, Fundaciones estatales, Universidades públicas no transferidas y Autoridades Portuarias de los puertos que se encuentran en el País Vasco, por lo que el proyecto de Decreto Foral acomoda el Reglamento del IRPF a esta modificación del Concierto Económico.

1.5. Importe de las retenciones sobre ganancias patrimoniales derivadas de transmisiones de derechos de suscripción
La actual redacción del artículo 95.bis del Reglamento del IRPF, introducida por el Decreto Foral 3/2017, de 14 de febrero, estableció la obligación de retener e ingresar sobre las ganancias patrimoniales obtenidas a partir de 1 de enero de 2017 como consecuencia de las transmisiones de derechos de suscripción procedentes tanto de valores admitidos a negociación como de los no cotizados, cuando el accionista o partícipe tenga su residencia habitual o domicilio fiscal en Álava. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre estas ganancias se estableció en el 19 por ciento del importe de la trasmisión de los derechos de suscripción -o su valor de mercado en el supuesto de pago en especie-, aplicable a partir de 1 de enero de 2017.

La propuesta actual especifica que en el caso de que la obligada a practicar la retención o ingreso a cuenta sea la entidad depositaria, el 19 por ciento se aplicará sobre el importe recibido por ésta para su entrega al contribuyente, de acuerdo con la regulación que el Estado ha aprobado en esta materia en su territorio.

1.6 Obligación de información de operaciones de reducción de capital con devolución de aportaciones o de distribución de prima de emisión
El Proyecto contempla una obligación formal de información para las entidades que lleven a cabo operaciones de reducción de capital con devolución de aportaciones o de distribución de prima de emisión correspondiente a valores no admitidos a negociación, adicional a la correspondiente declaración informativa a que se refiere el artículo 7 del Decreto Foral 111/2008, de 23 de diciembre, debiendo incluir en esta declaración informativa los datos identificativos de las entidades que han llevado a cabo estas operaciones y las fechas en que se ha producido las mismas.

Esta modificación reglamentaria se ampara en el artículo 116 de la Norma Foral de IRPF que dispone:

“Reglamentariamente podrán establecerse obligaciones de suministro de información para las personas y entidades que desarrollen o incurran en las siguientes operaciones o situaciones:

l) Para las entidades que distribuyan prima de emisión o reduzcan capital con devolución de aportaciones, en relación con las distribuciones realizadas no sometidas a retención.”
2. Impuesto sobre Sociedades. Excepciones a la obligación de retener y de ingresar a cuenta
El actual artículo 51 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, en su apartado 22, establece que no existirá obligación de retener ni de ingresar a cuenta respecto de las cantidades satisfechas por las entidades aseguradoras a los fondos de pensiones como consecuencia del aseguramiento de planes de pensiones.

Ahora se propone extender la excepción de practicar retención respecto de las cantidades satisfechas por los fondos de pensiones abiertos como consecuencia del reintegro o movilización de participaciones de los fondos de pensiones inversores o de los planes de pensiones inversores, de acuerdo con lo establecido en el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y en sus normas de desarrollo.

La posibilidad de constituir estos fondos de pensiones abiertos (fondos de pensiones que permiten que inviertan en ellos otros fondos de pensiones) se mejora a través de la disposición final 4ª.Cuatro de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras (BOE de 15 de julio de 2015), en vigor desde 1 de enero de 2016, que añadió el artículo 11 ter en el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, con el objeto de canalizar inversiones de otros fondos de pensiones y de planes de pensiones adscritos a otros fondos de pensiones.

También se propone ampliar la excepción de practicar retención sobre las remuneraciones y compensaciones por derechos económicos que perciban las entidades de contrapartida central (en adelante ECCs) por las operaciones de préstamo de valores realizadas. Asimismo, las entidades de contrapartida central tampoco estarán obligadas a practicar retención por las remuneraciones y compensaciones por derechos económicos que abonen como consecuencia de las operaciones de préstamo de valores.

El Banco Internacional de Pagos define a las ECCs como “una entidad que actúa como comprador de cada vendedor y vendedor de cada comprador para una serie específica de contratos, por ejemplo, aquellos que se ejecutan en un mercado o bolsas particulares”. 

Una ECC se interpone en nombre propio en toda operación de compraventa entre el comprador y el vendedor, de tal manera que asume el riesgo de contrapartida. Es decir, la ECC compra sus valores al vendedor y los vende al comprador. De esta manera, mediante el proceso de novación, una compraventa entre un vendedor y un comprador se convierte en dos transacciones, con la ECC como contrapartida. Para protegerse del riesgo de contrapartida asumido, la ECC establece una serie de medidas precautorias con objeto de que éste no ponga en cuestión la supervivencia misma de la entidad. 

La interposición de la ECC, mediante la figura ya mencionada de la novación, traslada el riesgo de contrapartida de cada uno de los intervinientes hacia la ECC. Esta translación por sí misma no reduce el riesgo global de contrapartida del mercado. En principio, podría ocurrir lo contrario, dada la concentración de todos los riegos del mercado en una única entidad, la ECC. Sin embargo, la disminución buscada se consigue mediante la interposición de ECCs debidamente protegidas con adecuadas líneas de defensa, vigiladas y controladas por los supervisores, por lo que su papel pasa a ser crucial para todo el mercado. 

La visión del G-20 es que mover los derivados desde el ámbito de la gestión de riesgos bilateral al clearing de la ECC es el camino más eficiente para reducir los riesgos inherentes al segmento de los mercados OTC (Over The Counter) -mercados extrabursátiles donde se negocian distintos instrumentos financieros (bonos, acciones, swaps, divisas, futuros, etc.) directamente entre dos partes. Para ello se utilizan los contratos OTC, en los que las partes acuerdan la forma de liquidación de un instrumento-. Los mecanismos actuales de gestión de riesgos de contrapartida en los derivados OTC se basan en acuerdos mutuos de gestión bilateral de las exposiciones al riesgo, colaterales intercambiados entre las partes y procesos de valoración propia de la evolución de las exposiciones y de su cobertura adecuada mediante las garantías ya entregadas. 

Pero ejemplos como lo sucedido con la aseguradora American International Group (AIG) y Lehman Brothers en los años de crisis han demostrado que el riesgo de que una contrapartida incumpla no es teórico, sino muy real. Una ECC, mediante su interposición, reduce la probabilidad de que un participante en el mercado acabe incumpliendo, por cuanto sus riesgos están determinados diariamente y controlados externamente por una entidad profesionalizada para la gestión del riesgo. Además, si finalmente se materializa el riesgo de incumplimiento, la ECC gestiona adecuadamente y minimiza sus consecuencias mediante procesos de intervención preestablecidos en sus reglas de funcionamiento, conocidas por todos sus participantes. 

Precisamente el apartado 2 del artículo 82 del Real Decreto 878/2015, de 2 de octubre, sobre registro, compensación y liquidación de valores negociables representados mediante anotaciones en cuenta, sobre el régimen jurídico de los depositarios centrales de valores y de las entidades de contrapartida central y sobre requisitos de transparencia de los emisores de valores admitidos a negociación en un mercado secundario oficial, dispone:

“Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, en caso de insuficiencia de valores, el depositario central de valores podrá articular un procedimiento de préstamo de valores, en calidad de agente, a disposición de la entidad de contrapartida central y de sus miembros, con objeto de que puedan cumplir con sus deberes de entrega de valores.

La entidad de contrapartida central podrá entonces tomar valores en préstamo en nombre propio por cuenta del vendedor incumplidor y los entregará a la parte compradora. La vigencia del préstamo no podrá extenderse más allá de la fecha máxima del proceso de recompra estipulada por la normativa europea de forma que si llegada esta no se ha producido la devolución del préstamo, la entidad de contrapartida central procederá a comprar los valores en el mercado para su devolución al prestamista.

En el caso de que exista un procedimiento de préstamo de valores al que se refiere este apartado, este deberá ser utilizado como primera medida en la gestión de incumplimientos, con anterioridad al proceso de recompra.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de que también puedan existir otros esquemas de préstamo de valores al margen del depositario central de valores”.

La excepción de practicar retención sobre las remuneraciones y compensaciones por los derechos económicos que perciban estas ECCs deberá facilitar esta función de minimizar este tipo de riesgos financieros.

La posibilidad de introducir estas dos exoneraciones de retención en el Reglamento encuentra su habilitación en el artículo 130.4 de la Norma Foral del Impuesto sobre Sociedades que establece que “Reglamentariamente se establecerán supuestos en los que no existirá retención”.

V. CONCLUSIONES

PRIMERA.- El Proyecto de Decreto Foral propuesto debe ser objeto de dictamen por la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava, por ser materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico de Álava.

SEGUNDA.- El Proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico y se dicta dentro del marco competencial y de habilitación legal establecido en la normativa.
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